
20 9 marzo 19084 BOE.~Supl. al núm. 59

6109 s..", Segunde>. Il""WlIo do "",,,,,ro ""moro 10/1983.
Sentencia n4mero 81/1084. d. le de febrero,

La SaJa Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente. don Luis Diez Picaza y Ponce de León, dOD·Fran~
cisco Tomás J Valiente, don Antonio Truyol serra y don Fran­
cilCO Pera Verdaguer, "Magistrados, h& pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparO', que "lleva el numero 70/11183, pro­
movido por don Fernando Luis'Pelig'!ro, Escudeto, representado
por el Procurador don Argimiro Vt\zquez Guillén, y bajo la
dirección del Abogado don Alfredo Gallego Anabitarte, contra
1& sentencia de la SaJe. Quinta del Tribunal Supremo, pronun­
ciada el S de enero de 1983. en proceso electoral. y en el que
han comparecido el Ministerio Fiscal y, la Coalición Alianza Pa­
pular-Partido Demócrata Popular y don José Macias Santana,
represe.ntados por 1& Procuradora -dofta Matilde Marin Pérez '1
bajo la dirección de Letrado, como partes. Es ponente el Presl·
dente de 1& Sala, _don Jerónimo Arozamena Sierra, - quien ex·
presa el patecerde la misma..

l. ANTECEDENTES

Prlmero.--La demanda de amparo se presentó el, día 8 de
febrero de 1983. solicitando en la miama que -Se dicte sentencia
declarando nula dicha. resolución judicial (la sentencia del Tri·
bunal Supremo. S&la Quinta. de S de enero de 1983) por violar
los articulas 23 y 2f de la Constitución E.'ipañola (CE), acordu­
do el a¡nparo solicitado y el restablecimiento de los derechos
lesionados-. En 1& demanda los hechos que se exponen son 101
aigu.iente81:

Al El Real Decreto 2007/1982 de 27 de agosto, disolvió las
Cortes, convocó elecciones y seOaió día para la celebración. Para
el distrito electoral de Gran Canaria Se proclamó como candi­
datura por la Coalición Alianza -Popular·Partido Demócrata Po­
pular (AP·PDP) la de los señorea don José Macías Santana y
don Fernando Peligero Escudero.

B) Durante el escrutinio, el recurrente tuvo conocimiento de
que estaban teniendo por nulas papele,tas en las que s610 figura..
ba una CIUZ a favor -del mismo, lo que era ilegal, puesto que
no. es nula una papeleta porque solo se dé el voto a un can·
didato. Presentó dos escritos de reclamación e impugnación,
pidiendo la revisión en las mesas dontle se hubiera producido.
y, en general, en toda la circunscripción electoral. Estos escritos
han desaparecido.

e) Efectuado el escrutinio fue proclamado electo en segundo
lugar el seftor Peligera. El primero y tercer puestos fueron ocu­
pados por candidatos del Partido Socialista Obrero E!pañoi
!PSOE). Contra la proclamación del señor Peligero interpuso
recurso electoral el señor Macias Santana. también candidato
de la coalición AP-PDP. El proceso electoral se siguió ante el
Tribunal Supremo (Sala Quinta). Cuando el señor PeUgero es
emplazado para alegaciones, conoce la documentación enviada
por La Junta Electoral Provincial, dQcumentación iÍlcompleta
porque no obran las actas de las Mesas y la del escrutinio ge­
neral, acompañadas de las papeletas nulas, ni las reclamaciones
que interpuso en su dia. En el suplico del escrito de alegaciones
se dijo que: •... dicte sentencia por la que en primer término
s. declare 1& lnadmisibilidad del recurso, 'J, en segundo lugar, y.
para que. en su caso, se mantenga la proclamación del Senador
electo efectuada a favor de mi principal o con car~ter subsi­
diarlo, le revise el cómputo total de la votación con especial
reterencta a las papeletas declaradas nulas, y estando. a su
resultado..... Tal petición subsidiaria tenia como antecedenta la
alegacIón del alto número de papeletas anuladas !U5.102) y de
qlUe apareciesen 23.000 papeletas más que -votantes. lo que obli­
gaba a exigir una fiscalización judicIal.

D) El Tribunal Supremo pronunció sentencia rechazando la
inadmislbiltdad; estima el recurso electoral. y no da lugar a
la pretensión qUe se articula respecto a la revisión del cómputo
total de la votación.

Segundo.-El amparo se interpone contra la aludida sentencia
como causante directo e inmediato de la violación de los dere-­
chos de los artículos 23 .(derecho público subjetivo a acceder en
condIciones de Igualdad a las funciones y cargos públicos Y. en
este caso, el derecho subjetivo fundamental a ser representante
libremente elegido por sufragio universal, Ubre, igual, directo
y secreto) y 24 (derecho fundamental a obtener una tutela afec·
Uva en el ejercicio de los· derechos fundamentales y libertades-
públIcas), . -

La demanda examina. baJo el epígrafe de .fundamentos de
derecho jurídicos procesales. los requisitos del articulo «.1, al
(agotamiento de los recursos utf1izables en la via ludiciaD; b)
(lesión directamente imputable a la sentencia impugnada); el
(invocación formal del derecho violado que no pudo hacerse
porque la violación se Imputa a la sentencia impugnada).

Bajo la rúbrica de cfundamentos de derecho: Juridico ma.te­
rIales_ o comienza 8-1 demandante 'con una historia de la inter­
pretaci6n y comprenSión lurfdicade los derechos fundamentales
y libertades públ1cas, desde su aparición forme.l en el mundo

jurtdico en fomu~ de ca.WogOl o declaraciones de derechos in·
corporad08 a una Ley fundamental o Constitución. o si.mplemen~
te como un texto independiente. que el. dice. especialmente
reveladora de la progresiva lucha contr& el pensamiento juridl·
00 formalista. que va siendo sustituido por un pensamiento
juridico material·fnstitucional centrado en Ordenes concretas n­
tales, alejado de argumentaciones logicistas y formalLstas. Des­
puéS de una exposición de estas tesis. procede & su aplicación a
la sentencia cuestionada y dice que .hay que concluir que el
correcto tratamiento formalista a que responde 98 traduc.&,· sin
embargo, ...n una violación radical de la institución jurídica del
sufragio libre. secreto y directo de los votantes- de la circuns­
cripción. Constituido ya. por- el formalismo· del contencioso·eleo-­
toral &1 que supletoriamente pero q'ulzá.· indebidamente, aunque
lo diga la. teyo se l~ apl1ca la de la. jurisdicción contencios....
administrativa. mi mllJld&nte se' ve enfrentado a los tre. días
de su proclamación como Senador electo a un· reourso en el
cual, en base a este formalismo; sólo se puede discutir' la .tesls
del recurrente: si ha habido o no error de cómputo y preciSA­
mente donde lo indica el propio recurrente. Mi mandante sólo
dispone de una posibilidad: pedir la inadmisibHidad del recurso
y. que se mantenga su proclamación, dada· la lógica del conten­
cioso·administre.tivo para después. y en tercer lugar, sustituto-­
riamente, pedir la revisión total del cómputo de la elección-.
y esto porque al tener conocimiento por primera vez de la do-­
cumentación electoral, se encuentra con q'ue se han tenido en
consideración 23.000 papeletas más que votantes. Esta tercera

. petición suponia desvelar la grave infracción cometida que daba
base para apreciar de oficio grave vicio. sancionado con la nu­
lidad de pleno derecho. Y es aquí donde el Tribunal aplica su
férreo formalismo: para acceder a esta petición de revisión del
<..'Ómputo general••1 Senador electo tenia que haber sido pro-­
clamado como tal, pues habría de ser en ese recurso contencioso
donde Se ventilase dicha pretensión, y no en el promovido por
el señor Macias. Después· de otras consideraciones, dice e} de­
mandante que b&y un princIpio no escrito en todo el derecho
electoral europeo según el cual una violación de los principioll
juridico electorales supone la presunción de 1& invalidez de la
elección, que solamente puede ser destruido cuando el resultado
electoral no puede ser- afectado por aquella irregularidad. Por
todo ello, considera que la sentencia lesiona el derecho funda­
mental a acceder al cargo de representante en las Cortes Ge~
nerales por medio de sufragio directo, igual. libre y .secrete de
los votantes de su circunscripción. tal como recoge el articulo 23 .
en relación con el articulo 69.2 y, 3 de. la CE, asi OQmo el derecho
a utilizar los medios pertinentes a su defensa; conse.gradoen el
articulo .24.1 y 2, también de la CE.

Tercero.-La coalición electoral AP-PDP y don José Macias
Santana. separadamente, presentaron ante la Junta Electoral
Provincial recurso contra el acto de proclamación de candida.tos
electos al Senado. Se solicitó que, en su dia, y previa la corres­
pondiente tramitación, se dicte sentencia por el Tribunal· Supre­
mo declarando la nulidad del acuerdo de proclamación del can·
didato electo del señor Petigero Escudero y proclamando como
tal al señor Macias Santana.

La Junta Electoral, en 10 de noviembre de· 1982. emitió infor­
me en relación con estos recursos", diciendo~

A) Que esta. Junta Electoral'Provincial hubo de verüicar
el escrutinio de cada una "de las Mesas, tal como venían in·
cluidos en los sobres que se abrieron en dicho acto, sin' que con
anterioridad pudiera verificarse, como en anteriores ocasiones.
el cómputo provisional con base en los telegramas que debieron
remitir las respectivas Mesa.s, por cuanto eBos no Begaron a
esta Junta al haberse ordenado por el Gobierno Civil a aquéllas
qUe en lugar de remitir los telegramas. conforme establece el
articulo 65; 2, del Real Decreto-ley de 18 de marzo de 1977, se
recogteran los datos y resultados por delegados del propio Go·
biemo Civil.

B) Que el escrutinio Se ree.lizó en la forma expresada, ano­
tando los datos correspondientes a cada una de las Mesas, sien·
do fl,lOcionarios de la Delegación de Estadistica en Las· Palmas
qiuenes, provistos de máquinas adecuadas, verifica.be.n las su~

mas parciales y luego el total de los votos de cada candidatura.
C) Por error de dichos funcionarios se computaron al can·

didato al Senado por el distrito de Gran Canaria don Fernando
Peligero Escudero 89.098 votos, cuando en realidad sólo le corres­
pondían 83.955 votos, siendo debido ello, según explicación pos­
terior de los mismos funcionarios, a que uno de los resultados
pardales de los votos de aquél se computó dos veces, con 10 que
la suma total apareció con dicho error, pese a que eran vá.1ido'8
los sumandos proporcionados por la Junta con base en las actas
de escrutinio. .

DJ El propio Delegado de Estadistica, con funcionarios a suS
órdenes. I'rocedió, una vez presentados 1011 recursos en que se
alegaba e error, a un nuevo recuento, dando como resultado eJ.
Informe que a solicitud de la Junta emiti6 '1 que se une al
expedIente con los rollos de cintas correspondientes. quedando
evidenciado que, por dicho error. se adjudicó 61 can~idato señor
Peligero el escai\o que en reaJldad correspondía al candidato don
José Macla! Santana. .

E) Que la Junta proclamó Senador & don Fernando Petigero
Escudero antes de detecte.rse el error, constando ahora con evi­
dencia que tal proclamación ha de efectuarse en favor de don
José Madas Santana, perteneciendo ambos Senadores a la coa-
liciOn Alianza Popular-Partido Demócrata Popular. .
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F} Por todo ello,teSUlta innegable 'la prooedem::la de estimar
el recurso interpuesto· por 1... representac1one. de las candida­
turas l'9selladas, aa1 como dejar sin efecto la proclamación como
Senador de don Fernando 'Peligero Escudero y 8u8tit~rlo en
favor de don José Mactu Santana, legún el- criterio de esta
Junta. '"

protesta o reclamaciÓD en el acto del escrutiDlo general; pues
el articulo 88.3 del referido Decreto·ley constriñe aquéllas a «101
representantes de 1M candidaturas o sus apoderado. preeent88
en el acto.; y 2.° El Upo de 'vicio o error denunciado. al tratarse
de eITOr de auenta o de cálculo, no es de los fácilmente percep.
'tibIes de inmediato. sino qUe reqUiere de las adecuadas Opera­
ciones aritméticas pa.ra IU comprobación. 'por lo que no mendo
oonstatable con certeza en el acto del escrutinio general no cabe
entender que era viable la protesta o reclamación en dicho
momento del proceso electoral. atendiendo, 8deméB, a que el
citado precepto de la norma reguladora refiere estaa reclam&­
ciones o protestas a 1& legalidad. de las votaciones, en relación
con las actas de votación de cada una de las SeccioMs. io Clue
arguye por qué no es exigible dicha reclamación para Ht&I
otras cuestiones ·extrtnsec&s. no afectantes en rigor & la lega-

o lidad de le. votaciÓll. .
Cuarto considerando: Que el candidato proclamado electo al

Senado, por la isla de Gran Canaria, señor Peligero Escudero.
al formular alegaciones pretende introducir en este proceso
contencioso-electoral dos cuestiones no pl&ntead.as por los re­
cur-rentes, tales como la del cómputo de los votos en papeletas
declaradas nula¡ por varias Mesas electorales por haber votado
a un solo candIdato, asi como que en el cuadro-resumen que
obra en el expediente electoral figuran número superior de
papeletas al de votantes, entendiendo que ello exige una reVi­
sión total del cómputo de la' votación para la elección de &e­
nadares y no sóló el examen puntual de si se sufrió o ne e1TOr
en el cómputo de la votadón en favor del candidato 8e:f5.or Pell.
garo. que es 10 que el recurso exclusIvamente plantea. Mas 81
lo cierto que, con criterio formalista, tal examen no tendría aqw
cabida, dado que .la denuncia de tales vicios hubiera tenido SU
adecuado cauce en el recurso contencioso--electoral planteado
oon dicha base, 10 que no se ha. efectuado, pero prescindiendo
de ello. lo cierto 88 que tales supuestos defectos formalea ad,o-­
leoen en primer lugar, pbr lo que respecta & las papeletaB anu­
ladas. de inconcreción, al no señalarse las Secciones electorale.
en que se ha producido. y no se ha acreditado que lo 'fueran en
favor del señor Peligero en número tal que,' computadas, cam..
biasen el signo de la elección. estando ausente- el requisttb
exigido, por el articulo 75, -in fine., del Decreto-ley regulador¡
a ello ha de aftadirse que respecto a ninguna de elles se ha
formulado protesta o reclamación ni en las MeS88 electoral81
-por lo que se refiere al primer supuesto de papeletas deola,..
radas nulas- ni en el e.cta de escrutinio general, pues en n.
ción & las dos reclamaciones que se dicen fueron. presentadas
aJite la Junta Electoral Provincial en nombre de la coalición
recurrente, no existe constancia de ello, según certificación del
Secretario de diche. Junta, expedida en as de noviembre de 1982;
y en prueba testifical se acredita que tales escritos. presentados
con antelación al escrutinio general, fueron devueltos por no 181'
el momento oportuno. sin que e,n diclio acto de escrutinio. al
que asistió representante de la coalición. se formulase o insis­
tiera formalmente en le. reclamación, por lo que no cabe efec­
tuar una global revisión del cómputo de votos en los términos
postulados por el candidato recurrido.

Quinto considerando: Qué se Dega asi al núcleo del recurso.
es decir, a su único fundamento, cual es que la proclamaciÓD
como Senador del señor Pel1gero Escudero obedecló e. lID error
en el 'cómpu~o de los '\'otos, error de cálculo. que. una véz pro­
clamado. fue comprobado por la Junta Electora) Provincial que
entiende en su informe, junto con el ~inisterlo Fiscal, debe I8r
estimado el recurso. rectificando dicho error aritmético y. pro.
clamado electo por el Senado el recurrente, señor Macias San­
tana, con ma.yor nÍlmero de votos que el proclamado. La enun­
ciada cuestión requiere del previo' examen. planteado por los
dE'mandantes y por el Fiscal, de si este tipo de error, al que H
califica como errar de cuenta o puramente material. debió ler
rectificado por la""-propia Junta, une. vez comprobado. en la que
pudiéramos llamar via o actuación administrativa. que hubiera
hecho innecesario este contencioso-electoral. cuestión que, re­
quiere análisis separado.

Sexto considerando: Que &1 bien las Juntas Electorales 'SOD
órganos permanentes de la Administración electoral (disposición
transitoria primera del Decreto~ley 20/1977) 7. en cuanto peculiar
estructura administrativa, el régimen de SUB actos se rige. en
principio. por las normas generaJes del Derecho Administrativo,
lo que explica la supletoriedad de la Ley de Procedimiento Ad..
ministrativo que dispone el articulo 78.5. d), del Decreto-l"
citado, ha de tenerse en ~uenta que esto último sed as! ..en 1&
medida en que el carácter de las Juntas lo ronslenta-. por
10 que, con_base en' estos criterios, procede hacer lu slgu1entel
punlJualizaciones: al Que el esquema de la revisión de oficio de
10& actos administrativos de los articulos 108 y sigu1enteB de 1&
Ley de Procedimiento Administrativo no es. en principio, trasla­
dable a la actuación concreta de la Junta Electoral Provincial
en su función de )X'Oclamaci6n de candidatos electos, por 1&
alteración de resultados electorales y 1& grave repercustón tlue
en la comp06ición de los órganos legisladores podrla entraftar
dicha revisión de oficio, lo que én el propio seno de la institu·
ción viene impedido por el articulo 112 de la misma Ley, que
obstaculizarla dicha revisión. Y. esencialmente, bl porque no
estamos aquf e.nte un verdadero error de cuenta o aritmético de
lo. que pUede ser rectificado _en cualquier momento. de 101
contemplados en el artfeulo 111 de la repetida Ley de PlOCedl.
miento Adm1n1strattvo. pUN el error en el cómputo de 108 votos
trasciende aquf a la mera rectificación en cuanto determina 1&
anulación de la proclamación de un candidato. que debe ser

•Primer considerando: Que mAs que propio motivo de inadmi-
sibtlidad, la cuestión de si, ha de tenerse por desistida a la
coalición Alianza Popular-Partido Dem6cre.ta Popular conci~rne.

ello es claro, a la válida constitución de la relB.ción Jurídico­
procesal entre las diversas partes intervtnientes en este proceso
contencIoso-electoral, habiendo de tenérse en crienta para re·
chazar esta alegación del comparecido señor Pe1i¡¡ero Escudero
que los escritos' de desistimiento no fueron ratificados ni pre~

sentados con poder especial, tal como exige el artículo 88,2 de
la supletoria Ley de esta Jurisdicción, ni recar.ó auto téniendo
por efectuado válidamente y con sus natura es efectos dicho
desistimiento, lo que permitió a la citada coalición recurrente
el que, con posterioridad a dichos escritos. mantuviera el re­
curso y postulase la revocación· de aquel desistimif;lnto, por todo
lo cual ha de tenerse como parte demandante en este especial
proceso a la mencionada coalición.

Segundo considerando: Que en orden a la lnadmisibtltdad
propugnada con base en el 'Supuesto aquietamiento de Jos re~

currantes. al no formular éstos reclamación ro protesta alguna
durante el periodo electoral y. mI\! concretamente. en el mo­
mento del escrutinio general ante la Junta Electoral Provincial,
al que asistieron representantes de la amdidatura de la coali­
ción recul'rente, ha de tenerse en cuenta que sI bien en este
singular proceso la &entenda puede concluir con declaración
de Inadmislbllidad (artfculo 75.••. al, del DecretQ-Iey 2Ofl977J. las
causas que pueden fundarla son 1M que se acomoden, de las
enunciadas en el articulo 82 de la Ley Jurisdiccional, a la pe­
culiar estructura y función de este proceso, sin que puedan eri­
girse en nuevos motivos de inadmisiblUdad las consecuencias
furfdicas qUe se desprendan del mencionado Decreto-ley regu·
lador, sin que éste. por otra parte. oonvierta en verdadera carga
procesa~ las citadas reclamaciones o protestas. de tal modo que
la ausencia de éstas, eiendoposibles. tugaré. en orden a la doc­
trina de los propios actos para desvirtuar las pretensiones de
invalidez formuladas. pero no -podrá dar lugai' • un verdadero
motivo de lnadm1sibntdad del recurso en el sentido procesal
del término.

Tercer considerando: Que, no obstante lo anterior. tampoco
es fun<Jadala ale~ac1óD. que 'Pudiéramos llamar. prioritaria, del
aquietamiento de los recurrentes con el error de cómputo en que
se basa su recurso. habida, cuenta de lo siglI1ente: 1.0 Que .,0
lo que respecta al recurrente, sedor Ma.c168 Sentana, candidato
&1 Senado por el distrito de GranCanaria, no podfa f;lfectuar

La misma Junt&aoueJ'Cia no acceder a 1& rectificación del
error material producido. tal. como pretenden los recttrrentes. al
haberse efectuado 1& proclamaci6n.

La S&l& Qulnta del Tribunal Supremo, por providencia de 24:
de noviembre, de 1982, acordó dar trulado al Ministerio Fiscal
y & las partes personadas de los -escritos de interposición ponien_
do de manifiesto el upediente electoral J el informe de la Junta.
para alegaciones.

El Ministerio Fiscal interesó que 88 pronUDci~ sentencia
declarando la validez de la elección y proclam&ndo como can­
didato electo' para el Senado a don José Macias Santan& en
lugar de & don Fernando Fatigaro Escudero, .como consecuencia
de la subsanación del error aritmético padecido en el acto del
escrutinio, no habiéndose rectificado por 1& Junta. Electoral Pro­
vincial de Las Palmas de Gran Canaria.

La coalición AP-PDP y el señor Macias Santa.na instaron que
se dicte sentencia declarando 18 nulidad de la proclamación de
candidato electo al Senado' de don Fernando Peligero Escudero
y proclamando como ial & don José Macias Santana por haber

. obtenido 87.429 votos frente a los 83.955 votos realmente obteni­
dos por, el primero.

-El señor Peligero Escudero pidJó que se 'dicte sentencia por
.. q'lle. en primer término. se declare la 1nadmisibilidad del
recurso y, en segundo lugar, y para. en su caso, se mantenga
.JI. proclamación del Senador electo efectuada a su favor o oon
carácter subsidiario 88 revise el cómputo total de 1& votación
con, especial referencia.e. las papeletas declaraqas nulas, es­
tando a su resultado.

El Tribunal Supremo. por auto de 8 de,.diciembre de 1982,
acordó el recibimiento a prueba interesado pOr el señor Peligera
Escudero.

Practicada la prueba. el Tribunal Supremo dictó sentencia,
con la siguiente parte dispositiva: -Que rechazando los motiv08
de inadmisibutdad alegados. y estimando los recursos conten­
ofoso-electorales interpuestos por 1& representación de don José
Macias Santana y de la coalición Alianza Popular-Partido De-

. mócrat,a. Popular, debemos declarar y declaramos nulo el acuer­
do de proclamación de candidato ,electo al Senado en favor de
don Fernando Peligero Escudero, efectuado por la Junta Electo­
ral Provincial de Las Palmas de Gran Canaria en acta de es­
crutinio general de 5 .de noviembre de 1982. Y. en su lugar,
declaramos que procede efectuar dicha proclamación en favor
del candidato don José Macias Santana. a quien legalmente
corresponde. con las consecuencias legales inherentes a dicha

-nueva proclamación. Sin efectuar especial imposición de las cos­
tas causadas.. Los fundamentos de la sentencia son los si­
guientes:
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sustituido. por el "nuevamente proclamado, es decir, qUe 81 el
etror arltmético, como subespec1e del ma.terial O de heqho: e8
aque},. que. rectificado hace subsistir el contenido del acto. no
se. trata aquL en rigor técnlco--juridico, de' esta clase. de yerro.
sino de error con efectos invalidant.es (distinto, pues, del con­
templado poll el a.rUoulo 1.266. 3.0 ,. del Código Civil) y que, al
afectar al beneficiario por el acto (en este c;aso. el candidato
proclamado sei\ar Peligrgo) hubiera requerido de un procedl~
mielito revisarlo de más amplio alcance y garantfa8 que el dtse­
1'lado por el arUcu;o 111 citado, de pura y simple rectificación;
habiendo. por tanto, de concluIrse que, una vez efectuado el
acto de proclamación de candidatos electos. la Junta Electoral
Provincia1 no podia- válidamente_proceder a la rectificación de·
rivada del error de cómputo en la votación al Senado.

Séptimo considerando: Que, no obstante le- an,.tertor, .el que
la Junta carezca de facultades no impide al que esta Sala. en­
f\lnciones jurisdiccionales sobre la validez de la proclamación,
pueda examinar el mencione.do error aritmético y la trascen­
dencia del mismo en orden a la proclamación qUe debió efec·
tua.rse con arreglo al criterio de mayorta.. de votos del articulo
69; b), del Decreto-ley 20/1977:- En efecto, si bien el acta del
escrutinio general arrojó en favor del señor Peligero un número
de votos ascendente a la cifra de 89.098, con lrreglo a la cual
aquél obtenta el segundo Iqgar por la isla de Gran Canaria.
figurando en la relación numérica el señor Macias Santana con
87.429 votos, lo cierto es que, denunciado el error, procedió la
Junta a su comprobación. que tuvo lugar por medio fehaciente,
cual el de la intervención comprobadora de la Delegación Pro­
vlnci"l de Estadistica de Las Palmas, que rindió infonne en 10
de noviembre de 1982. conforme el ollal comprobó que -por error
debido a la computación por dos veces de un resultado parcia}. se
atribuyeron a don Fernando PeUgero Escudero un total de 89.098
votos. cuando la verificación oportuna arrola el verdadero re­
sultado de un total de 83.95S votoSj por lo que, asi adverado di·
cho error. el mismo trasciende al resultado de la. proclEUIlación,
pues al asignarse al candidato sei\or Macias bien los votos con
loa que figuró en el acta' del escrutinio general. bien la cifra.
de.87.434 votos que en las cintas de las máquinas calculadoras
aparece en. 'el informe antes aludido, este último debió ser
proclamado en lugar del 98-ñor Peligero Esoudero, COn la conse­
cuencia de la anulación de la proclamación en faVor de éste
efectuada, para atenerse· a lo imperativamente prevenido por el
citado articulo 89 de la norma reguladora, lo que lleva a la
estimación de los recursos, de conformidad a.l articulo 83.2 de la
Ley de esta .Jurisdicción.

Octavo considerando: Que, re'specto a cost·as, al estimarse el
recurso no es de aplicación el artículo 73.7 del Decreto-ley sobre
normas electorales. sino el criterio general del artículo 131.1 de
la citada Ley de la Jurisdicción, conforme al cual no se apre~
cian circunstancias pata. su especial imposición en cuanto a las
causadas en·el presente recurso. ..

Ouarto.--Presentado el recurso de amp&ro y admitido por
providencia de la Secctón. Tercera de este Tribunal Constitucio­
nal. Se dio cumplimiento a lo que dispone el articulo 51 de la
LOTe. En tiempo y fonnaeomparecieron la Procuradora doña
Mat11de Marin, Pérez. en nombre de don José Macias Santana,
y la misma Procuradora, en nombre de la coalición AP-PDP.
Una providencia de 4 de mayo "ÓJtlmo abrió el tré.mite del ar·
ticulo S2 de la LOTC, Han presentado alegaciones el Ministerio
Fiscal y las partes.

A) El sefior Peltgero se ratificó en la 'demanda y trascribió
una elaboración de los datos electorales. añadiendo que dicha
parte considera que queda acreditada la irregularidad alegada
en la demanda· y en base a la cual. argumentó el recurso de
amparo.

B) El Ministerio Fiscai interesó que se reet'ame de la Junta
Electoral de Las Palmas la documentación que, remitida al Tri~
bunal Supremo,. fue devuelta una Vez fallado el recurso elec~
toral.

el El sedor Macias Santana y la coalición- AP-PDP. en es­
critos distintos, formularon. sin embargo, iguales alegaciones.
Estas alegaciones, en resumen. dicen lo siguiente: .

- al Dispone el articulo 49.i _In fine. de la- Ley Orgé.nica del
Tribunal Constitucional. que en las demandas de los recurSOB
de amparo -se fi1ar' con precisión el amparo que S8 soUcit&
para preservar o restablecer el derecho o libertad que se consI­
dera vulnerado•. Sin embargo•. de la lectura del -supl1co. de la
demanda se desprende que solamente 'se solicita que B8 «dicte
sentencia declarando nula dicha resolución judicial-la senten­
cia de la Sala. Quinta del Tribunal Supremo, dé S de enero de .
198:J--.:. por violar l..>s artfculos 23 y 24 de la Constitución Espatio.
la, acordando· el amparo solicitado y el restablecimiento de los
derechos lesionados.. Por mAs que se relea dicha demanda, en
ninguno de sus párrafos observamos que se .fije con precisIón
el amparo que se solicita.. Procederla que Se dictase sentencia
denegando el amparo. ~

b) No obstante. dade que intenta analizar el recurso y
Clue "~ - sa por alto el calificativo de actitud contradictoria

ece el reCU(Tente. Parece pretender la oonfirmactón
proclamación de candidato electo' a su favor sosl8­

vestlgac1ón de lo que el caHfica -delito.. e ign'o:mndo
comprobación de lo que ~lifica _falta-,_ Tentendo

• '=- noticias de lo que sucedió en las Mesas -indeblda-s
..", .masivas. que le petiJJ-dicaban, según af~rma. y que

podian también haber afectado &; otros· candidatos-- debió sor­
prenderse por su elección; y. consecuentemente, interesar la re­
visión· de los cómput08 y de las papeletas. pero nunca guardar
silencio.· olvidando- hasta su extemporánea denuncia. y. todo a
pesar de que se ,le advirtió' que la ocasión oportuna seriapre­
cisamente el momento del escrutinia; y recurriendo contra el
acuerdo de proclamación. I

e) El recurrente construye su discurso sobre la _grave sos·
pecha de irregularidad que le produjo el conocer que del.cUadro
resumen de toda la tnformad6D. numéri08 de la elecciÓD" se
desprende _el hecho increíble de que apareciesen 23,000 pape­
letas mAs que votantes» (sic), así como -el número extraorQlna·
riamante alto. 13.100 de papeletas declaradas nulas•. Cualquier
persona que haya seguido un proceso electorai-es decir. cual­
quier candidato- sabe qUe con harta frecuencia en muchas
Mesas electorales se califiCAba una 'misma papeleta al Senado
como dos votos por el mero hecho de que eran dos los candi­
datos al Senado que $8 votaban en la circunscripción de Gran
Canaria. Sin embargo, tal errónea apreciación y práctica que
justifica el mayor número de papeletas que votantes carece de
relevancia respecto al cómputo de votos recibidos por cada can­
didato al' Senado. como también carece ahora de relevancia,
puesto que no afecta nt altera el resultado de la votación. La
otra sospecha de grave irregularidad se fundamenta en -el
número extraordinariamente alto, 15.102, de papeletas declaradas
nulas_; aqui también resulta recordar que cualquier persona
que haya seguido un' proceso electoral es consciente de que por·
la peculiaridad de las elecciones al Senado en Gran Canaria y
Tenerife-solarnente se votan dos candidatos., pero se eligen
tres Senadores-o siempre se producen numerosas papeletas nu­
las ante el bastante extendido -despiste de los electores que se
empeñan en votar a tres candidatos al Senado. Esa y no otra
es la razón del número -extraordinariamente .alto de papeletas
nulas_o NadiQ· duda la posibilidad de que por error en alguna
Mesa electoral se hayan declarado varias papeletas nulas por el
único motivo de aparecer un· solo candidato al Senado votado,
pero tampoco admite duda el que hayan sido todós los candi­
datos al Senado los perjudicados con la declaración de _nulidad­
de algunas papeletas; y es más que probable también que exista
la misma proporción entre las papeletas declaradas illdebidamen­
te nulas a determinado candidato y los votos vilidos recibidos por
el mismo candidato. con lo cual el resultado electoral perman8-'
ceria inalterable. '. ' .

d) Alega el' recurrente quepor un excesIvo fo~a.lismo se le
produjo indefensión y no obtuvo la tutela efectiva, vulnerando
asi el derecho fundamental reconocido en el artícu lo 24 de la
Constitución. El recurrente. en su condición de candidato era
consciente de cuál era el. volumen real y fisico de la documen­
tación electoral -cientos de actas, muchos miles de papeletas-
y pese,_a ello no dudó en pretender convertir. de _hecho., a la
Sala .Quinta del Tribunal Supremo en Junta Electoral Provin­
cial para revisar tan abundante documentación. ¿P"or qué et­
recurrente no solicitó como prueba documental el que la Junta
Electoral-frovincial de Las Palmas procediese a realizar un nue­
vo cómputo enviando el informe de su resultado al Tribunal
Supremo? ¿Por qué el recurrente no propuso una prueba peri­
cial con el mismo objetivo de revisión del escrutinio? ¿Yor qué
optó por ló que era prácticamente imposible? Más aún alega el
señor Peligero que sufrió indefensión o que no Sé le dispensó la
tutela jurisdiccional que solicitaba por motivos de .férreo for­
malismo. -que le censura a la Sala. Quf,nta.--, cuando eS lo cier­
to que, de -~ho., solicitaba ilada menos que convertirse en
-recurrente., proTocando la mé.s completa indefensión de quia-.
nes fonnularon el recurso.

e) Irregularidades que no se han aéredit&do además d~ exis­
tir explicaciones satisfactorias para desmentir la sorpresa de las
cifras en las que se empetia el fun<lamentar ·sus sospech88. sin
atender a la justificación más razonable y lógica de las mismas.
y 8 pesar también de que sólo su pasividad reprochable le ha
provocado la duda que dice padecer, ya· que difícilmente se
puede negar que por estar convencido de las-masivas. anula~

ciones que le perjudicaban -creencia errónea- prestó una es­
crupulosa atenciÓn al escrutinio superior a la ordinaria o nor­
mal de cualquier ~tro candidato.

El Tribunal Constitucional. Sección Tercera, diipuso por pro~
videncia del 17 de septiembre último, conforme al articulo 88.1
de la LOTC, y una vez oidAs las partes. reclamar 'la documenta­
ción pedida por el Ministerio Fiscal. Recibida, se abrió un tré.~
mita por ple.zo común para. &le.ladones. ". - .

Al El setior PeUgero Escudero dijo' que ~de acuerdo con el
cuerpo principal de nuestro. escrito de demanda. las presentes
alegaciones van a incidir en, las graves irregularidades produ~
cidas, en el escrutinio de la elección. para los escanos de Sena­
40r en el distrtto electoral de Gran Canaria. en tres puntos:
a} De.acuerdo a la documentación remitida por la Junta Elec·
toral, constan 1.629 m" votante. que electores; b). En varia.
Mesas se han tenido por votos escrutados menos que loa votoa
declarados, ésto es, 1.1~ papeletas menos que ciudadanos que
eJercieron efectivamente su derecho al voto; cJ Consta un n11­
mQro considerablemente superior de papeletas escrutadas que
el número de votante., alcanzando aquf la cifra la cantidad de
24.716 (sin tener en, cuenta los Ayuntamientos de Firgas, Telde
y Valsequillo. donde se escrutaron menos voto~ que. votantes. la
diferencia. del cuadro en el anterior escrito)., En este escrito
suplIca que: se -dicte sentenc1a ,declarando la nulidad de la ...
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resolución judicial del Tribunal Supremo de 5 de enero de 1983
7 de la ~lección c;:elebrada... para. cubrir los esc&ños de Senador
en Gran Canaria en 1982, por violar los artículos 23 y 24 de la
Constitución Española. acordando el amparo_ solicitado Y. Be res­
tablecimiento de los derechos lesionados,

Bl El sedar M&clas Santana y la coalición AP-PDP, en es­
critos separaqos. pero coincidentes en su contenido, analiza­
ron las acusadas irregularida.des respecto a anulaciones máximas
de papeletas. número de votos nulos, existencia. de más papeletas
que votantes. .

el El Ministerio, Fiscal hizo las siguientes alegaciones, des­
pués de exponer los hechos y los motivos de -amparo:

al La invocáci6n del artículo -23 queda reducida al derecho
roDsagrado en su apartado 2. Su vulnerad6n la habria cometido
.}a sentencia recurrida que &DujO la proclamación del recurrente
como Senador. Tal conclusión ha de ser rechazada, pues la sen~

tencia selimit6 a proclamar al candidato que habia resultado
victorioso segú.l1 los datos numéricos ofrecidos por la. Junta Elec~

toral, rectificando la anterior proclamación en favor del ahora
demandante, en la que se habia padecido error al computar por
partida doble un mismo resultado pe.rcial.

b) En el oontencioso--electoral, el impugnado, en sus alega­
ciones, pasó a impugnante y atacó la votación. El Tribunal
Supremo entra en el examen de las impugnaciones que formula
y las rechaza. En cuanto a las papeletas nulas, viene a decirse
no fueron objeto de la correspondiente protesta o impugnaci6n
ni en el escrutinio hecho en las Mesas, ni ante la Junta Elec~

toral Provincial¡ por otra parte, nada permite afirmar que las
papeletas anu1&das en las elecciones para el Senado. a diferencia

. del Congreso, dado que en aqUél hay que elegir un numero
limitado de candidatos .entre ·Ios muchos propuestos, con la
particularidad de que, para Las Palmas, ·sólo puede darse' el
voto a dos candidatos de los tres Senadores elegibles, lo que, de
hecho, provoca confusiones que se traducen en nulidades de
papeletas.

El, otro motivo de lmpugnación que alegó el .promotor del
amparo es la existencia de unas. 23.000 papeletas más que vo­
tantes. La denuncia era de tal magnitud que le pidió por nues­
tra parte Y accedió a ello el Tribunal que se aportase~el expe­
diente electoral. El Tribunal Supremo ya señaló que no habia
habido tampoco protesta con relación a dicho extremo. A la
vista del expediente se encuentra la explicación de esa diferen­
cia que, efectivamente, tiene reflejo en le resumen; se debe a
que en algunas secciones electorales se han computado como
papeletas lo que ea realidad son votos. Si la impugnación efec~
tuada por el recurrente ha de ser rechazada porque los motivos
alegados carecen de consistencia, no puede sostenerse que re~
sultó indebidamente privado de su derecho a acceder a cargo
publico; su exclusión se debió sólo r exclusivamente a. qUe el
número de votos·obtenidos fue inferior al de los. otros candi-
datos. .

el El articulo 24 de la Constitución es invocado en sus dos
aparta.dos. Empezando por el 2 -denegación de medios de prue~
has pertinentes es la vulneración que' se concreta-, hay que
decir, por una parte, qUe la documentación cuya aportación
se p.idió fue indeb:damente designada como pone de relieve la
contestación de la Junta Electoral (no existen las actas de
escrutinio que se pidieron, sino actas de elección) y su ausen­
cia no impidió ni a las partes formular sus escritos de alega­
ciones ni al Tribunal resolver con los suficientes elementos
fácticos, y en cuanto a la prueba testifical con referencia al es­
crito de protesta presentado a la Junta, con el resultado con~

tradictorio que obra en las actuaciones del contencioso electo­
toral. el Tribunal. Supremo entendió que no habia quedado su­
ficientemente acreditada su. presentación en forma. En ·vista de
todo ello hay qUe 'concluir :queno se produjo el quebrantamien­
to de este derecho fundamental de carácter procesal que sl:l
alega en lá demanda. También se invoca el derecho a la- tutela
judicial. El, recurrente obtuvo una sentencia suficientemente
motivada y pudo hacer uso de los convenientes medios en -su
defensa, con lo que su derecho a la Justicialidad quedó respe­
tado -en la debida medida; otra cQsa es qUe notibtuviera. una
sentencia favorable que no garantiza este arUculo24:

Quinto.-Una providencia. de 11 de enero último señaló para la
deliberación. el día 1 de febrero, habiendo quedado deliberado.
y votado este asunto el día 15 del mismo mes.

II. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-La defensa de la Coalición Electoral AP-PDP y la del
Senador proclamado. ·toda vez que -fue estimado su recurso
oontendoso electoral, comparecidos en este proceso de amparo
para oponerse a la demanda del sefior Peligero Escudero, ha
alegado cómo primera excepción impeditiva de un análisis 'de
fondo la de defecto en la demanda, articulando a esta excep­
ción para póstular en este momento del. proceso, superada la
fase de admisión que regula el articulo 50 -de la LOTe, la de­
negación del amparo. Esta es la prlmera ·cuestiÓn' que hemos
de resolver, diciendo. antes de nada, que la· constatación de
los' presupuestos que abren la admisión del recurso de amparo,
y que son los definidos en el indicado articulo 50, corresponde.
por lo común, a la fase de admisión, y a este fin se establece
que son relevables de oficio por el Tribunal, .y analizados con
la necesaria contradictión de la parte recurrente y del Mi­
nisterio Fiscal. y en la que per:nanecen alenos las otras partes

que, a tenor ,del arUculo 47.1 de 1& LOTe, son llamadaa al
proceso de amparo. Sin embargo: 1& indicada facultad de aná.+
lisis -ex officio", aunque debe extremarse para evitar el curso
de. demandas sin depurar los defectos subsanables (arUcu~

lo 85.2). o de aquellas que· adoleciendo de requisitos no sus­
ceptibles de sanación son obstáculos de UD pronunciamiento
de fondo, no precluye que 108 llamados al proceso puedan de­
nunciar la falta de presuruestos que habiendo podido detec­
tarse en el momento inicia lel del articulo 50) no se hizo. pues
ni 1& parte oponente puede verse privada de sostener 1& opo~

sición en defensas que privan de viabilidad al recurso ni la admi­
sión ¡in suscita.nie objeciones actua a modo de coDvalidante de
toda ausencia de requisitos a ·los que se condiciona la valida pro­
posición del recurso. Cuando· el defecto es de los subsanables
y no se detectó en el momento que dice el articulo 50, la
conclusión, caso de compartirse el criterio del que excepciona
tal defecto, no podra ser 1& de denegar el amparo acudiendo
a falta de un presupuesto formal, pues, por lo contrario, por
el· mismo cará.cter del defecto y el juego ineludible de la téc­
nioo. sanatoria tendría que arbitrarse la solución que combi­
nando la sanación con la contradicción, dentro de un marco de
igualdad procesal de las partes, resulte precisa. Decimos cuan~
te ant,e(:ede para que conste que 1& oposición que venimos es­
tudiando no podrla llevar sin més -en ninguna de las hipóte­
sis- a la denegación,del amparo;.&C&So, a la subsana.ción, con
las consecuencias Jnval1danWs que requiriera el proceso. No
es este el caso, sm embargo, del presente recurso, porque en la
demanda concurren Las indispensables exigencias para que pue­
da entrarse en el análisis de fondo. Dicen los oponentes que
l,ademanda Lncide en def~to porque no .especifica lo que se
pide, incurriendo asi en causa que debió determinar la inad~
misión del recurso, según lo dispuesto en el articulo 50.1, b), en
relación con el articulo 49.1 de la LOTC. Si bien es cierto que
un analisis aislado del ..petitum~ pudiera llevar a la' duda. y
hasta a una indeterminación en cuanto a la especificación cua­
litativa del. objeto de 1& pretensión. por cuanto sólo precisa el
primero de 'los pronunciamlen~os posibles de una sentencia es·
timatoria lel del artículo 55.1, al, de la LOTel, dejando ·en la
indefinición el resto del _petitum... una consideración mé.s am­
plia montada en un análisis de la fundamentación de la de~
manda y en su conexión can el -petitum.. , y aun con el
proceso judicial precedente, permite recop.struir cuál es el am­
paro que se pide, evitando que por ~ rigor formal se demore
uria: decisión pará la que -sin mAs- se cuenta con todos lo.
elementos precisos. A este análisis del objeto de la pretensión,
como antecedente inexcusable. de 10 que luego tendremos que
examinar, se dedica el fundamento siguiente.

Segundo.-Si atendemos a la demanda de amparo, completada
en lo menester con las alegaciones del señor Peligero en el previo
proceso contencioso electoral, vemos pronto que -no se trae a
este recurso de amparo para su examen desde las invocaciones
de los articulas 23 y 24 de la- Constitución los temas que con
razones 'sólidas se resuelven en la sentencia objeto del amparo
respecto a ~ admisibilidad -y correcto planteamiento proce~

sal del recurso electoral- y a la estimación de la demanda por
error en el cómputo de los v;otos ,atribuidos al que ahora ac­
ciona de amparo. La cúestián se centra -y se contrae- a 10 que
el Tribunal Supremo, en el marco de lo que ordena su com+
petencia en .. materia electoral, razonó en el considerando cuarto
de indicada sentencia, que es el fu».damento de que la peti~
ci6n subsidiaria articulada por el señor Peligero en las alega~
ciones de oposición a la· demanda que abrió .el prooesoconten~
cioso electoral, fuera rechazada. Conviene decir -recordando
aquí lo que se recoge en el antecedente primero, Cl- que el S6­
ñor Peligero intercaló en el proceso contencioso electoral una ,pre­
tensión que por la vía de una fiscalización jurisdicciona.l de
todo el resultado de la elección del Distrito Electoral neutra­
lizara los efectos de 1& demanda ejercitada, cedida al elTor
en el cómputo de los votos que llevó a la proclamación. Tal
petición, configurada c.o~o si se trat~a de una oposición re~
convencional vinculada a la cuestión propuesta. en la deman­
da, fue rechazada en la sentencia, no como dice el se1\or Peli­
gero por s610 argumentaciones rigurosamente formales, pues la
sentencia se extiende, Junto a los cuidados argumentos respecto
a los presupuestos procesales que condicionan un enjuici&Dlien­
te de fondo, al análisis de ~l· petición desde otros aspectos en
orden a la inconcreci6n de la denuncia, a la falta de Just1fica~
ción de la influencia en el resultado electoral y a la no .consta­
tación de .reclamación ante las Mesa.s electorales y tampoco
en el escrutinio general, para· concluir qua no caoo efectuar
-una global revisión del cómputo de .votos en los términos pos­
tulados por ~1 C&Ddidato recuITtdo... Cierto qUe en el ámbito
del articulo 23.1 de la, CE, y cOmo ,garantia del derecho de los
ciudadanos .& participar en los asuntos públ~co$ por medio de
representantes libremente' elegidos, ha de compremierse la exl~
gencia de un sistema electoral democrático y libre, qUe cuente
con mecanismos que aseguren el correcto desarrollo de. la elec~
ción de modo que culmine con la proclamación. de los preferi­
dos por el cuerpo electoral. En e~te ouadro garantizador ocupa
una posición final el proceso contenci09o. electoral que, obvla~
mente, debe ajustarse tanto en su ordenación como en su des­
arrollo a las garantías que desde la supremacía de la CE pro­
clama el artículo 24. Desde estas dos coordoénadas' constltucio·
nales debemos examinar la pretensión de amparo.

Tercero_-No· puede decirse que la demanda a la hora de dar
fundamento constitucional al amparo," acudiendo al artículo 24 de
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la CE. ofrezca una. exposlc~6n ciara y comprensiva de lo que
el demandante considera que ea. en este 08180, una violación
de los derechos fundamentales det efectivo accelo a la garan­
tía jurisdiccional del proceso contencioso electoral y a las
exigencias de un proceso ordenado y seguido de modo que
quede asegura.da la defensión. 1.& invocación del articulo 24
y lo que a renglón seguido dice rospec;to a que se ha infringido
el derecho a utilizar los medios perdnentes ita defensa. a lo
que poco más puede aftad1rse desde la perspectiva liel indicado
precepto constitucional en UD ané.ltsts de la demanda, Se aom-­
padece maJ con la carga alegatarla que según- lo explicito en
el articulo 49.1 de' la LOTC corresponde al actor, y priva de
consistencia a la pretensión de amparo, por cuanto la invoca·
elón de los derechos'a los que el arttculo 24 confiere carácter
fundamenta!, puede decirse que o no responde a otro designio
que el d6 abrir el proceso constitucional. para replantear bato
apariencia constitucional una pretensión contenciosa electoral
enjuiciada por quien tiene la exclu~ividB.d Jurisdiccional para
ello (articulo 117.3 de la CE). o a una erronea interprelación
respecto a los derechos constitucionaliZadós en el articulo 24.
que son los que tienen acceso al proceso de amparo (arttcu~
los 53.2, 123.1, 161, 1, b) de la CE]" y en el que si bien se com­
prende el derecho 'a la jurisdicción (en este caso. la contencioso
electorsJ) 'y al proceso debido. y, concurriendQ los' presu­
puestos procesales. el derecho a que la pretenaión contencioso­
electoral Se resuelva. no 85, obviamente, el" derecho a una sen­
tencIa confonne a la pretensión. pues la adecuación o inade­
cuación de la sentencia' desde una consideración del derecho
invocado para sustentar la demanda o. la oposición no es
propio de la jusUda constitucional. a salvo, como le cuida
de precisar el articulo 123.1, también de la CE, y los que t&mr
bién de la CE [articulas 53.2 'Y 161.1, bn y en la LOl'C (articu':'
lo 41.U SJ!I dedican al amparcf; que la pretensión hecha. valer
se haya configurado dotándola de contenidoconstttucional, en
cuyo caso, y en defensa de un derecho fundamental. podrá
acudirse al Tribuna! Constitucional. Aft.adamos a esto que si
la. invocación del articulo 24 de la CE fuera en el caso de
este recurso porque no se ha atendido por el Tribunal Supre- .
mo la pretensión subsidiaria injertada en &1 proceso conten­
cioso electoral con el propósito de neutralizar la ejercitada
contra el ahora demandante. la conclusión a. la ,qUe antes
hemoa llegado no se alterarla. ,pues con ser atipica la via ele­
gida par~ velar pot la pureza de la elección. y extraña a .las
pretensiones comprendidas en el cuadro definido por el articu­
lo 75 de la Ley Electoral la que por aquella via se ha ejercitado,
es lo cierto que la' sentencia del Tribunal Supt'8mo no elude
el- estudio, pues después de destacar lo improcedente de !lU
ejercicio desviando el contenido del proceso, y al que fueron
llamados los interesados para debatir la proclamación de Uno
de los Senadores y- no la validez de la elección, añade otro
conjunto de razones obstaUvas de la estimación de tal preten­
sión qUe a modo de reconvención tue introducida en ,ei' pro­
ceso. Desde ningún aspecto dentro' del marco de garantias que
constitucionaliza el articulo 24 de la CE puede ponerse tacha
a la sentencia en cuestión. . "

Cuarto.-Hay que "estudiar ahora' el otro fundamento del recur­
_so de amparo:' ~9te es el del articulo 23.2 de la CE. El precepto
consagra el derecho a acceder en condicionea de Igualdad a
las funciones y. cargos públicos con loe requisitos que señalen
las leyes. precepto- que cuando se trata de cargos representa-
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, oompuelt'a
por don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Fran­
cisco Rubio L1orente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León.
don Francisoo Tomás y Valiente y don Antonio Truyol Serra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso - de fÚnparO número 59/1983. Interpuesto por
.el Procurador de los Tribunaies don TomAs Cuevas Villama­
t'\ana. ,asistido del Letrado don' Santiago Hernando Cucales.
en nombre de doña Maria Dolores Tomás Pravla contra de­
terminados actos Juridicos y nas de hecho. producidol por el
AyuntamIento de Murcia, en relación ood el desalojo de una
vivienda a consecuencia de una orden de derribo de la mIsma.

Han sido parte en el asunto el Fiscal gene,ral del Estado
y el Ayuntamiento de Murcia, representado por el Procurador
de los Tribunales don José Pérez Templado y defendido por el
Letrado don Tomt\s Batio.

Ha sido Ponente el Magistrado don Luls Dfez Picazo, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-La Comisión Municipal Permanente del Ayunta­
miento de Murcia adoptó un acuerdo, en la reunión de 29 de
noviembre de 1977. por el cual concedió a don Francisco Vere.
Aznar una llcencia para construir, en la plaza dé los Apósto-

Uvos. libremente elegidos en elecciones periódicas, se conecta
con el articulo 23.1. 1& igualdad, y con ella otros valores que,
se integran en la sustancia de un sistema democritico y libre.
prect§'añ del cumplimientoescrupulO6O de las reglas de la
elección de modo que se excluya toda manipulación alteradora
da la voluntad del cuerpo electoral. En el cuadro de garanUas
de la elección, unas simultáneas a las secuencIas del procedi­
miento electoral comportan, junto • unos deberes de cuantoa
intervienen 'en '1.' ciertas cargas dirigidas·.a posib1litar un
eficaz control jurisdi.ccional, y otrllS. Jurisdiccionales, tendente.
a alguno o algunos de los pronunciamientos que recoge el ar­
ticulo 75 de la Ley Electoral en fórmula susceptible de 181
modulaciones que la misma realidad electoral' ha impuesto.
y condicionadas al cumplimiento de unos presupuest06 de cuya
concurrencia depende la suerte. procesal de la pretensión, estAn .
a disposición de los que intervienen en el proceso electoral.
de. tal manera que constituyendo UIl&8 garantías para el cum­
plimiento de las reglas que ordenan la elección, ,tienen que
considerarse, encadenadas al obletivo de la legahdad del lis­
tema electoral. El demandante de amparo denunció por pri~

mera vez en el escrito de alegaciones presentado en· el previo ­
procedimiento contencioso electoral y no mediante el ejercicio
de una acción impugnatoria hecha valer por el cauce del a,r..
ticulo 75 de ,la Ley Electoral -que en el escnitinio de lu
Secciones electorales se habían anulado votos qUe duda. adole­
cieran de causa LDvalidatoria y que además el resumen ge­
neral electoral revela que hubo más papeletas que votantes-.

_La denuncia se articula -ya lo hemos dicho- por vías proce-
s!,les aUpieas, pero es que,. además~ ni ti,ene el antecedente de
la reclamación o protesta en el escrutinio de las secciones o en
el general ni lo. intervinientes en el proceso electoral con. las
tareas en orden a velar por la pureza de la elección qu, la ley
establece han detectado en loa momentos del proceso elector8J,

· irregularidades que revistan de alguna consistencia a la acu­
sación que el ahora demandante injertó en el proceso conten­
cioso electoral COn propósitos n8,utralizadores de loe efectos de
la. demanda ejercitada. La misma coalición electoral a la que
pertenecen los candidatos contendientes .ha afirmado -y soa­

. tenido en la instanoia judicial y en este proceso de amparo­
la. siJU'az6n de las acusaciones, de, irTegularidades electorales
generadoras de invalidez de la elección.. Tampoco, desde una
consideración de las garanUas eleCtorales y de su posible atrac­
ción a.l ámbito del articulo 23 de la CE el amparo está fundado.

FALLO;

En' atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPA¡<'¡OLA. .

Ha decidido:
Denegar el amparo solicitado por don Fernando Luis Peti­

gero Escudero contra la sentencia del 'Tribunal Supremo (Sala
Quínta) de S de enero de 1973.

Publiquese esta sentencia en el .Boletin Oficial del Estado-.
Dada en Madrid a 16 de febrero de 1984.-Jerónimo Arozame­

na Sierra.-Francisco Rubio Llore:nte.-Luiz Diez Picazo.-Fran­
- cisco Tomés y Valiente.- Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera

Verdaguer.-Firmados y rubricadOS. .

les. esquina a la calle de Eulogio Soriano. de la 'mencionada
Cludad. un edificio de cinco plantas en la· fachada de la pri­
mera de las calles citadas y de cuatro en la segunda, de ac~er- .
do con las. caracterfStlcas urbanisticaa de la zonQ.. Algún tiem~
po después. el Servicio de Inspección· de Obras del Ayunta­
miento comprobó que el se:fior Vera Aznar estaba llevando a

'Cabo la edificación aludida sin a.justarse al proyecto que habia
servido de base al otorgamiento de la licencia. Por ello, con
fecha 27. de febrero de 1979, la Alcaldia dietó un Decreto, en
el que requirió la inmediata suspensión de las obras. Su 'ajuste

· al proyecto y la iniciación de un expediente sancionador. 1.&
· orden de lnmediata Juspensión. no obedecida por el se:fior
Vera. fue renovada por un Decreto de la Alcaldía de Murcia
de 15 de octubre de 1979.

La Comisión Municipal Permanente del Ayuntamiento, en
su sesIón de 26 de febrero, de 1980. adopto un nuevo .acuerdo
en el asunto indicado. disponiendo la demolición de las obras
extralimitadas, por considerarlas como eJecutadas sin licencia
y con infracción grave de tu norma,¡: urbanisticas aplicables
en la zona- de emplazamiento de las mismas. En el referido
acuerdo, se e-stablecfa que la demolición 8e iniciarla en el
plazo de cuarenta y ocho horas y que si transcurrfa este plazo
sin haberse efectuado, realizarfan la demolición las brigadas
municipales o personal contratado para tal menester, a· costa
del señor Vera Azoat. de acuerdo con lo establecido en el

· articulo 106 de la Ley de Procedimiento Administrativo.
Contra la resolución, de 26 de febrero de 1980. el seOor Veta

Azoar interpuso un recurso de reposición, que fue desestimado
por la Comisión Permanente en 3 de Julio de 1980. Esta última
resolución fue a su vez objeto de un recurso contencioso-ad­
ministrativo, que se sustanció ante la AudIencia TerrltorisJ
de Albacete y que terminó por sentencia de 22 de septiembre
de 1981, que desestimó, el recurso y declaró 1& conformidad •
derecho del acto administrativo recurrido.


